
 

 

El hambre y la malnutrición en Colombia: situación y pasos para 

avanzar en el reconocimiento y garantía de la alimentación como 

un derecho humano fundamental  
Área de alimentación y lucha contra la malnutrición, FAO Colombia 

Resumen 
La alimentación y nutrición adecuada es un derecho humano fundamental que requiere la adopción de medidas 
urgentes por parte del Estado colombiano, tanto en su marco constitucional, como en la planeación del desarrollo 
y en las políticas públicas nacionales y territoriales. Ello, con el fin de hacer frente a problemáticas estructurales 
que hoy desencadenan múltiples violaciones y vulneraciones de este derecho. El presente documento recoge las 
principales recomendaciones a ser tenidas en cuenta por el Gobierno nacional para avanzar en la realización del 
derecho a la alimentación en Colombia y son producto de la experiencia de acompañamiento técnico que ha 
realizado la FAO al gobierno nacional y territorial, con la participación de actores institucionales y sociales, en el 
marco de los convenios de cooperación técnica suscritos con Prosperidad Social. 
 

Contexto 
 
El derecho humano a la alimentación adecuada se 
encuentra reconocido en diferentes tratados 
internacionales, dentro de los que se destacan la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos de 
1948 y posteriormente el Pacto Internacional de 
Derechos Económicos Sociales y Culturales de 1966, 
los dos ratificados por Colombia mediante la ley 74 
de 1.968 y en la Constitución Política de Colombia. 
 
La alimentación como derecho “se ejerce cuando 
todo hombre, mujer o niño, solo o en común con 
otros, tiene acceso físico y económico en todo 
momento, a una alimentación adecuada o a medios 
para obtenerla. Este derecho no debe interpretarse 
de forma restrictiva o estrecha, asimilándolo solo a 
un conjunto de calorías y nutrientes o reduciendo su 
accionar a mitigar y aliviar el hambre, pues esto 
corresponde al nivel más básico de garantía. 
Adicionalmente, el derecho a una alimentación 
adecuada está inseparablemente vinculado a la 
dignidad inherente de las personas y es 
indispensable para el disfrute de otros derechos 
humanos, y que impone a los estados las 
obligaciones de respetar, proteger y realizar este 
derecho”. (Naciones Unidas, 1999) 
 
La alimentación debe ser entendida como un 
proceso de diferentes fases que deben ser 
abordadas en su totalidad para su realización plena 
como derecho humano fundamental. Dentro de 
ellas se encuentran la consecución, intercambio, 
transformación, distribución, consumo, 
aprovechamiento biológico de los alimentos, así 
como el acceso a los factores productivos (tierra, 
agua, asistencia técnica, semillas, créditos, etc.). 

Cada una va acompañada de formas, procesos y 
tradiciones vinculadas con la alimentación y 
producción de los alimentos que permiten la 
regeneración de la biota y las capacidades vitales 
humanas y no humanas y espirituales y materiales. 
Todo ello, debe ser abordado más allá de una lógica 
económica, que permita ver los alimentos como 
bienes comunes y no como mercancías. (FIAN 
Colombia, 2021, p. 15) 
 
Frente a esto último, toma fuerza la necesidad de 
trabajar de manera conjunta la garantía del Derecho 
a la Alimentación adecuada, con la soberanía 
alimentaria. Esta última precisamente pone en el 
centro la necesidad de concentrarse en las personas 
y no en el mercado, defiende la tierra y el territorio 
como espacio que permite la vida y la alimentación, 
le da voz y poder a las personas y como lo afirma 
Fakhri, los derechos humanos comienzan con el 
poder que la gente ya tiene, está en  el derecho de 
las personas de organizarse para participar 
plenamente en la construcción de sus propios 
sistemas alimentarios (Asamblea General de 
Naciones Unidas, 2021, p. 7) y un mundo justo y 
mejor para todas las personas. 
 

Un breve panorama situacional 
 

En Colombia, existen notorias violaciones y 
vulneraciones del derecho humano a la 
alimentación adecuada que constituyen un 
problema necesario de ser abordado por el Estado 
Colombiano. Éstas han sido identificadas por el 
equipo de FAO Colombia en el trabajo de 
acompañamiento técnico realizado con los comités 
departamentales de seguridad alimentaria y 
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nutricional, así como con el trabajo realizado con 
pueblos indígenas y líderes, lideresas y 
organizaciones sociales defensoras de la 
alimentación como derecho. Dichas situaciones son 
además soportadas por las cifras oficiales existentes 
frente al tema, las cuales, si bien no son actuales por 
la carencia de un sistema de seguimiento y 
monitoreo permanente de este derecho, ya dejan 
ver graves afectaciones en las poblaciones y en los 
territorios, como se describe a continuación. 
 
Según la encuesta nacional de situación nutricional 
2015, más de la mitad de los hogares colombianos 
se encuentra en inseguridad alimentaria (54,2%), lo 
que significa que no cuentan con el acceso 
económico a los alimentos y por consiguiente afecta 
la calidad y diversidad en la alimentación que 
consumen. Sumado a ello, el 14% de los hogares se 
ven obligados a disminuir la cantidad de alimentos 
que consumen cada día y la situación empeora 
cuando se desagregan las cifras en poblaciones 
rurales (64%), poblaciones con pertenencia étnica 
(cerca del 77%), y en departamentos como Chocó 
(76,8%), Sucre (73,9%), La Guajira (69,3%) y 
Putumayo (68,7%).  
 
Lo anterior  representa una violación al derecho 
humano a la alimentación (ICBF, 2019) e incluso al 
derecho a la vida, pues no se están adoptando 
medidas suficientes para evitar que las personas 
padezcan hambre y/o mueran a causa de ella; el 
último reporte del Ministerio de Salud y Protección 
Social evidencia que entre el 2005 y 2017, murieron 
4.956 niñas y niños menores de 5 años a causa de la 
desnutrición, siendo nuevamente los territorios más 
empobrecidos y los departamentos de Cesar, Chocó, 
La Guajira, Magdalena, Amazonas, Guainía, Vaupés 
y Vichada los más afectados (MSPS, 2020). 
 
Las cifras de exceso de peso no son mejores en el 
país, pues desde el 2005 ya habían sido declarados 
el sobrepeso y la obesidad como problemas de salud 
pública. Para el 2015, las cifras aumentaron en todos 
los grupos etarios, hoy por hoy 57 de cada 100 
adultos presenta sobrepeso u obesidad y en 
departamentos como Amazonas, afecta al 74% de 
las poblaciones. A ello se suma una oferta 
institucional que no reconoce las particularidades 
alimentarias y nutricionales de las poblaciones en 
los diferentes territorios y el alto consumo de 
productos comestibles ultra procesados, en 
detrimento de una alimentación nutricional y 
culturalmente adecuada (FAO, Prosperidad Social, 
2021). 
 
Las cifras descritas anteriormente son solo una 
pequeña muestra de la situación nutricional de las 

poblaciones que habitan en el territorio 
colombiano; son las consecuencias de la limitada 
comprensión y abordaje del derecho a la 
alimentación, que no incluye acciones para atender 
cada uno de los elementos que lo componen, pues 
la oferta institucional se ha centrado en el acceso sin 
reconocer los procesos alimentarios y se caracteriza 
por ser asistencial y fragmentada. A ello se suma el 
escaso presupuesto público a temas alimentarios 
que no se traduce en transformaciones de la 
situación alimentaria de las poblaciones y que se 
agravado por la no adopción de medidas adecuadas 
para abordar los problemas estructurales que hoy se 
reflejan en las cifras descritas. 

Vale la pena mencionar el instrumento que la FAO 
ha puesto a disposición de los Estados para avanzar 
en la realización progresiva de este derecho. 
Corresponde a las Directrices Voluntarias del 
Derecho a la Alimentación, construido desde el 2004 
con amplia participación social. En él se resalta entre 
otras, la necesidad del acceso a factores productivos 
de las poblaciones, que incluyen el uso y el acceso a 
la tierra, el acceso al mercado laboral, el acceso al 
agua y saneamiento básico y el uso de semillas y 
razas nativas; todos ellos elementos necesarios a ser 
incorporados dentro de las políticas públicas. 
 
Al revisar la información que da cuenta de los 
aspectos mencionados, no se pueden desconocer 
problemas como el conflicto armado, el abandono 
del campo, el inadecuado uso del suelo, un 
ordenamiento territorial que no incorpora la 
alimentación como una cuestión central, las 
dificultades para el acceso y tenencia de la tierra, el 
bajo acompañamiento técnico a la agricultura 
familiar comunitaria, campesina y étnica y la poca 
participación social. Todos ellos representan 
dificultades para la producción y comercialización 
de alimentos a precio justo, y además evidencian 
una desprotección de la producción local y nacional 
de alimentos (FAO, Prosperidad Social, 2021).  
 
Para ilustrar algunas de las problemáticas 
mencionadas, el agua potable que se considera 
fundamental para la garantía del derecho a la 
alimentación aún no cuenta con una cobertura 
universal para la población; existen Departamentos 
en los cuales no llega ni al 50% de los hogares, como 
es el caso de Guainía, Chocó, Vaupés, Vichada, San 
Andrés, Guaviare y Amazonas; territorios en donde 
hay un alto porcentaje de comunidades étnicas y 
rurales, siendo nuevamente las más afectadas. 
 
Para el tema de acceso a tierra, el último Censo 
Nacional Agropecuario realizado en el 2014, 
permitió a Oxfam realizar el cálculo de la 
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concentración de la tierra en Colombia; este 
evidenció no solo un aumento en esta problemática, 
sino que el país se convirtió en el más desigual de la 
región, pues el 1% de las explotaciones de mayor 
tamaño, maneja más del 80% de la tierra y el 99% 
restante, solo tiene menos del 20% de la tierra. 
Adicionalmente, llama la atención en los resultados 
del Censo, como de los 43 millones de hectáreas con 
uso agropecuario, un 80% se destina a la ganadería; 
situación que deja al país en una alta dependencia 
alimentaria y que se constituye en una amenaza 
para la realización del derecho a la alimentación y de 
la soberanía alimentaria (OXFAM, 2017, pp. 13, 22). 
 
Con relación al acceso a una alimentación adecuada, 
una de las principales problemáticas percibidas es la 
pobreza; para el 2020 ésta afectaba al 18% de las 
personas y casi a la mitad de las personas que 
habitan en los territorios rurales. La situación se ha 
agravado con la pandemia de COVID-19, pues cerca 
de 3,5 millones de personas entraron en la pobreza. 
Es decir, un total de 21 millones que corresponde al 
42,5% de la población (OECD, 2022, p. 87), siendo 
nuevamente las poblaciones rurales y étnicas, las 
más afectadas.  
 
En la población que se reconoce como campesina en 
Colombia, en el año 2019, la pobreza afectó al 29,3% 
de las personas. Al desagregar la información a los 
centros poblados y rural disperso, la cifra aumentó 
al 35,6%. Departamentos como Guainía, Vichada, 
Vaupés o La Guajira, presentan cifras que superan el 
50% de la población tanto para los hogares 
campesinos como no campesinos. Se destaca 
además el trabajo informal como el indicador con 
mayor peso dentro del IPM en los hogares 
campesinos, que asciende al 90,6%, seguido del bajo 
logro educativo con un 77,6% (DANE, 2020).  
 
El precio de los alimentos corresponde a otra 
problemática que dificulta el acceso a los alimentos; 
situación que se agrava por la alta dependencia de 
alimentos de otras regiones y países, así como por la 
fragilidad de los circuitos alimentarios locales. De 
igual forma, existe un limitado acceso económico y 
físico de alimentos en la población migrante, con 
discapacidad y adultos mayores, situaciones que 
impiden acceder a una alimentación digna, como 
elemento fundamental de la garantía de los 
derechos humanos (FAO, Prosperidad Social, 2021).  
 
De manera particular, los pueblos indígenas 
manifiestan que existe una violación sistemática por 
parte del Estado de este derecho por diversas 
razones. Entre ellas se destacan que el Estado no 
realiza los procesos de consulta previa libre e 
informada de las acciones; desconoce la relación 

estrecha del territorio y del ambiente como parte de 
los sistemas alimentarios, con toda su biodiversidad 
dentro de las medidas adoptadas para atender a las 
comunidades; y finalmente, desconoce las prácticas, 
usos y costumbres que dichas comunidades poseen, 
para la protección de los bienes comunes y frenar el 
deterioro de la biodiversidad y de los ecosistemas. 
(FAO, Prosperidad Social, 2021)  
 
Finalmente, no se puede desconocer como el 
modelo de producción de alimentos global se 
caracteriza por su alta dependencia de paquetes 
tecnológicos, centrado en monocultivos y ganadería 
extensiva. Sumado a ello se ha dado una 
negociación de tratados de libre comercio que 
promueven el uso de semillas certificadas y que 
dejan en desventaja a la agricultura familiar, 
comunitaria, campesina y étnica. Lo anterior, ha 
generado como consecuencia conflictos en torno a 
la tierra y asesinato a líderes sociales, sistemas 
alimentarios no sostenibles (que se manifiestan en 
la pérdida de la biodiversidad), desplazamiento en 
las comunidades rurales, contaminación de las 
fuentes hídricas y en general, una crisis ambiental; 
todas ellas en detrimento de la soberanía y 
autonomía alimentaria del país y de sus poblaciones. 
(FAO, Prosperidad Social, 2021) (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2020). 
 

Políticas públicas alimentarias y 

nutricionales en Colombia que no incorporan 

el enfoque de derechos humanos 
 

Las cifras y situaciones descritas ponen en evidencia 
la urgencia del Estado para dar respuesta a la 
garantía progresiva del derecho humano a la 
alimentación adecuada en Colombia; si bien han 
sido implementadas acciones, estas se han 
establecido desde un enfoque de seguridad 
alimentaria y nutricional, por lo que son 
insuficientes cuando se busca un abordaje desde el 
enfoque de derechos humanos; se han firmado 
tratados de libre comercio que han desfavorecido la 
producción local de alimentos, específicamente 
aquella proveniente de la agricultura familiar, 
comunitaria, campesina y étnica; se han creado 
políticas públicas sin participación social amplia, que 
no respetan los procesos de consulta previa que es 
un derecho para los pueblos étnicos; los 
mecanismos de seguimiento y evaluación son 
débiles,  la oferta de programas para atender el 
tema es percibida como asistencial y 
homogeneizante y se ha evidenciado una reducción 
sistemática del presupuesto de agricultura, entre 
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otros (FIAN Colombia, 2021) (FAO, Prosperidad 
Social, 2021). 
 
Dentro de las políticas públicas nacionales 
existentes, primero se debe reconocer que, en la 
constitución política de Colombia, el derecho a la 
alimentación y la soberanía alimentaria, no se 
encuentran reconocidas para toda la población. Se 
cuenta con el CONPES 113 que corresponde a la 
política nacional de seguridad alimentaria y 
nutricional, formulada desde el 2008 y con el plan 
nacional de seguridad alimentaria y nutricional en el 
2012, cuyo periodo para el cual fueron formulados 
(2019) ya finalizó. El país se encuentra entonces en 
el momento de avanzar en el proceso de 
formulación de los mismos, desde un enfoque 
basado en derechos humanos, en el que se espera 
que se subsanen errores en la implementación que 
fueron documentados como la asignación 
insuficiente de recursos, la no asignación de metas 
con compromisos contundentes y la poca claridad  
de responsables para el cumplimiento de todas las 
acciones establecidas, la desarticulación sectorial y  
entre niveles de gobierno, la débil participación 
social y la necesidad de incorporar el enfoque de 
derechos (DNP, 2015) (FIAN Colombia, 2021).  
 
Si bien el Departamento Nacional de Planeación y la 
Comisión Intersectorial de Seguridad Alimentaria 
(CISAN) han venido trabajando en la estructuración 
de la política nacional, el plan nacional rural y el plan 
nacional general para la garantía del derecho a la 
alimentación, estos no recogen de manera amplia el 
enfoque basado en derechos y tiene una limitada 
participación social de las diferentes organizaciones 
sociales y sociedad civil en general en el país, tanto 
del nivel nacional como territorial, además de no 
incluir avances en el capítulo étnico de los planes 
(FAO, Prosperidad Social, 2021) (FIAN Colombia, 
2021).  
 
Vale la pena resaltar la resolución 464 de 2017 sobre 
agricultura familiar, la ley de compras públicas y la 
ley 2120 de 2021 de entornos alimentarios 
saludables; medidas de política que fueron 
formulados y liderados con organizaciones de la 
sociedad civil. Sin embargo, no se ha logrado una 
adecuada implementación, que respete y cumpla lo 
allí estipulado y que permita la continuidad de los 
procesos de participación social activa con voz y 
voto. Adicionalmente, se cuenta también con la ley 
1355 desde el 2009, en la cual se declaró el 
sobrepeso y la obesidad como problemas de salud 
pública; sin embargo, la problemática sigue 
incrementando y no se ha evidenciado una ruta 
clara para su implementación, ni mecanismos de 
seguimiento y monitoreo que permitan identificar 

los avances o cuellos de botella (FAO, Prosperidad 
Social, 2021). 
 
A nivel territorial, se resalta el acompañamiento 
técnico realizado por Prosperidad Social y el 
Instituto Colombiano de Bienestar Familiar para el 
avance de algunos departamentos del país en la 
formulación participativa de los planes para la 
garantía del derecho a la alimentación. Estos han 
sido trabajados con participación social y desde un 
enfoque de derechos humanos. Sin embargo, queda 
el reto de finalizar su construcción, así como la 
asignación de recursos e implementación de las 
acciones establecidas, con metas que permitan 
transformar problemáticas estructurales, y que el 
nivel nacional reconozca dichos procesos y los 
recoja dentro de la propuesta de política y plan 
nacional. 
 
Con la firma de los acuerdos de paz entre el 
gobierno colombiano y las Fuerzas Armadas 
Revolucionarias de Colombia / FARC en el 2018, 
quedó establecido la creación de un sistema para la 
garantía progresiva del derecho a la alimentación, el 
cual a la fecha no ha sido creado y sigue en 
funcionamiento la Comisión Intersectorial de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional – CISAN,  que no 
tiene participación social con voz y sin voto en su 
estructura; presenta debilidades en la articulación 
con el nivel territorial; carece de mecanismos de 
control para evitar el conflicto de intereses 
alrededor de las políticas públicas relacionadas con 
la garantía de este derecho y que hoy no cuenta con 
amplia legitimidad social y política (FAO, 
Prosperidad Social, 2021) (FIAN Colombia, 2021). 
 

Recomendaciones para avanzar en la 

garantía del derecho a la alimentación en 

Colombia 
 

A partir de la situación descrita en el contexto, se 
formulan las siguientes recomendaciones que 
recogen los procesos de acompañamiento técnico 
realizado por FAO al gobierno colombiano tanto 
nacional como territorial; se trabajó con 
instituciones de gobierno, academia y sociedad civil 
desde el año 2018 y se espera que pueden orientar 
acciones a incluirse en el plan nacional de desarrollo, 
para avanzar en la realización del derecho humano 
a la alimentación adecuada, con la inclusión de la 
voz de la sociedad civil. 
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1. Marco legislativo y normativo propicio para la 
garantía progresiva del derecho a la alimentación 

Se recomienda que la nueva política y plan nacional 
para la garantía progresiva del derecho a la 
alimentación adecuada, sean formuladas con amplia 
participación de los diferentes sectores sociales a 
nivel nacional y territorial; que incluya acciones que 
permitan abordar los problemas estructurales que 
determinan las violaciones y vulneraciones del 
derecho a la alimentación; y que todos ellos sean 
identificados de manera colectiva, en un dialogo de 
saberes permanente que reconozca las iniciativas y 
reivindicaciones sociales históricas como la 
soberanía y autonomías alimentarias, para que 
dichos instrumentos cuenten con legitimidad tanto 
política como social (FAO- Prosperidad Social, 2021) 
(FIAN Colombia, 2021).  

La participación social debe también respetar el 
derecho a la consulta previa, libre e informada de las 
políticas públicas y acciones a implementar por 
parte de los gobiernos; se deben poner en el centro 
los intereses generales y no los particulares; además 
de propiciar un diálogo para articular los intereses 
del Estado, con las necesidades reales de las 
comunidades en los territorios. Se recomienda tener 
especial atención en las comunidades étnicas para 
crear estrategias que respeten sus procesos de 
autodeterminación, incluidos los alimentarios. 
Frente a ello, se ha establecido el compromiso de 
contar con un capítulo y/o acciones específicas 
dentro de la política y el plan tanto nacional como 
territoriales (FAO- Prosperidad Social, 2021) (FIAN 
Colombia, 2021).  

Las directrices voluntarias del derecho a la 
alimentación de la FAO son una herramienta que 
permite identificar asuntos y temáticas prioritarias a 
tener en cuenta dentro de las acciones. De igual 
forma, dichas acciones deben estar basadas en un 
enfoque de derechos (principios de los derechos 
humanos y obligaciones de los estados) y recoger 
cada una de las dimensiones del contenido esencial 
de derecho (disponibilidad, accesibilidad, 
adecuación y sostenibilidad), como se describirá 
más adelante. 

Tanto la política como los planes nacionales y 
territoriales, deben contar con los recursos 
necesarios para su implementación, con 
competencias y responsabilidades claras de cada 
uno de los actores y sectores en el cumplimiento de 
metas que deben ser formuladas de tal forma que 
abarquen en su totalidad el contenido del derecho. 
Deben además articularse con otras herramientas 
de planeación existentes a nivel nacional, 
departamental y municipal, así como con los 

instrumentos de ordenamiento territorial; deben 
contar con plazos de cumplimiento claros y que 
evidencie los resultados en las poblaciones más 
afectadas como mujeres, pueblos étnicos, 
poblaciones campesinas, personas con 
discapacidad, migrantes, entre otros sujetos de 
especial protección (FAO- Prosperidad Social, 2021) 
(FIAN Colombia, 2021).  

Adicionalmente, es necesario que el gobierno 
trabaje con las organizaciones sociales para el 
fortalecimiento jurídico de este derecho tanto en la 
constitución colombiana, como en la 
implementación de las medidas legislativas y 
normativas aprobadas, varias de ellas lideradas por 
la sociedad civil. Vale la pena mencionar la 
resolución 464 de 2017 sobre agricultura familiar, 
comunitaria y campesina que no ha logrado su 
adecuada implementación y la necesidad de avanzar 
en la reglamentación de ley 2120 de 2021 de 
entornos saludables, acorde a lo allí estipulado y de 
la mano con las organizaciones que han liderado el 
tema. 

Colombia debe avanzar en la adopción y creación de 
un acto legislativo para la adopción e 
implementación de la Declaración de los derechos 
de los campesinos y de otras personas que trabajan 
en las zonas rurales aprobada en 2018, así como en 
la implementación de los acuerdos de paz. Se hace 
relevante aquí revisar los planes de la reforma rural 
integral para que logren ser un peldaño para avanzar 
en la realización no solo del derecho a la 
alimentación, sino de la soberanía alimentaria en el 
país, que pone en el centro a las poblaciones 
campesinas, democratiza la tierra y los sistemas 
alimentarios y reconoce las prácticas y saberes de 
las comunidades y su aporte para hacer frente a la 
crisis climática. 

Vale la pena mencionar aquí la agroecología, 
descrita por el actual relator del derecho a la 
alimentación, como “una medida que conduce con 
rapidez a la realización tangible del derecho” y que 
debería ser parte de las acciones de política pública 
de los estados (Asamblea General de Naciones 
Unidas, 2021); lo anterior, teniendo en cuenta que 
si se aborda la agroecología desde todos sus 
componentes, permite una transformación del 
actual modelo de producción agroindustrial, basado 
en monocultivos y que ha profundizado las 
vulneraciones del derecho a la alimentación con 
acciones como negociaciones de tratados de 
comercio internacional, que dejan en desventaja a 
las poblaciones campesinas, aumentan la 
dependencia alimentaria y hacen cada vez más 
insostenible el planeta. 
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2. Instancia rectora del tema con participación 
social y libre de conflicto de intereses 

Se recomienda avanzar en la creación y puesta en 
marcha del sistema para la garantía progresiva del 
derecho humano a la alimentación en Colombia, así 
como sus homólogos a nivel departamental y 
municipal u otras formas asociativas, que deben 
trabajar de manera articulada para cumplir con lo 
establecido en el plan marco de implementación del 
Acuerdo de Paz.  

Este sistema debe contar con amplia participación 
social con voz y voto, que incluya población 
campesina, pueblos étnicos, pescadores, víctimas 
del conflicto armado, mujeres, y otras 
organizaciones que representan sujetos de especial 
protección.  

Dicha instancia además necesita estar libre de 
conflicto de intereses, debe ser quien lidere la 
formulación, implementación, seguimiento y 
evaluación de las políticas públicas y acciones bajo 
un enfoque basado en derechos humanos y debe ser 
el responsable de crear mecanismos para la 
rendición de cuentas y procesos de exigibilidad del 
derecho (FAO- Prosperidad Social, 2021) (FIAN 
Colombia, 2021). 

Dentro de las recomendaciones adicionales 
realizadas por la sociedad civil, se planteó la 
necesidad de revisar experiencias como la de Brasil 
en torno a la participación real, efectiva y 
democrática, que vincula a las comunidades en 
todos los territorios del país. De igual forma, se 
sugirió revisar alternativas como la creación de un 
Ministerio encargado de manejar el tema, que 
permite elevar su importancia en el país, así como 
garantizar mecanismos para la rendición de cuentas 
frente al progreso en la realización del derecho a la 
alimentación (FAO- Prosperidad Social, 2021). 

Es necesario contar con un sistema de información, 
monitoreo y evaluación con datos actualizados, 
desagregados a nivel territorial y poblacional 
(incluidas aquellas poblaciones que han sido 
excluidas de los sistemas de información nacionales 
y territoriales), que incluya participación social 
activa, así como la presencia de las entidades 
garantes de derechos en el país. Podría ser útil el 
mecanismo de seguimiento basado en indicadores 
utilizado para el seguimiento al Protocolo de San 
Salvador que incluye indicadores estructurales, de 
proceso y de resultado, aborda la recepción del 
derecho a la alimentación, el contexto financiero y 
compromisos presupuestarios, y las capacidades 
estatales y observa el cumplimiento de los principios 
transversales de igualdad y no discriminación, 

acceso a la información y participación, y acceso a la 
justicia (Pereira Fukuoka, 2021).  

3. Soluciones orientadas no solo a los efectos, sino a 
las causas estructurales de las vulneraciones y 
violaciones del derecho humano a la alimentación 
adecuada 

El derecho humano a la alimentación adecuada 
debe ser abordado de manera amplia por los 
Estados, esto es, con acciones que permitan el 
respeto, protección y garantía para cada uno de los 
elementos que hacen parte de su contenido 
esencial, a saber, la disponibilidad, accesibilidad, 
adecuación y sostenibilidad, todas ellas bajo el 
enfoque de derechos humanos y con miras al cierre 
de brechas sociales; que permitan el disfrute de 
pleno de los mismos, con la participación activa de 
los y las titulares de derechos. 

Dentro de cada uno de los elementos descritos, es 
clave el rol de la academia libre de conflicto de 
intereses, para aportar en el tránsito hacia formas 
más sostenibles de producción de alimentos y en los 
temas de adecuación y de una oferta institucional 
que pase del asistencialismo a soluciones 
estructurales. 

A continuación, se presenta una propuesta de 
acciones que fueron identificadas como estratégicas 
para abordar los asuntos que hacen parte del 
contenido esencial del derecho a la alimentación y 
que deben ser parte de la agenda del gobierno 
central y de los gobiernos territoriales, con el fin de 
abordar tanto los problemas estructurales como las 
consecuencias en las poblaciones que fueron 
descritos anteriormente.  

Disponibilidad: Es necesario disponer de 
mecanismos efectivos para la redistribución, 
formalización y el acceso democrático a la tierra, el 
reconocimiento y protección de los territorios 
colectivos y de las comunidades que habitan en 
ellos, así como el acceso a otros factores 
productivos necesarios para la producción de 
alimentos en condiciones dignas (agua, uso de 
semillas nativas, infraestructura, crédito, 
acompañamiento técnico). Ello implica incluir los 
temas alimentarios dentro de los instrumentos de 
ordenamiento territorial y el cumplimiento de lo 
establecido en el punto uno de los acuerdos de paz. 

Una vez dada esa condición, es fundamental 
priorizar las acciones que permitan la promoción, 
protección y reconocimiento de la agricultura 
familiar comunitaria, campesina y étnica, de 
pescadores artesanales y de las mujeres rurales; su 
aporte como actores centrales para la producción 
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nacional y local de alimentos y por tanto en la 
economía del país (DNP, 2015). 

Dicho ejercicio debe partir de la valoración y 
fortalecimiento del acervo cultural, así como de los 
conocimientos de las poblaciones para la 
producción, transformación, intercambio y 
comercialización de alimentos. Esto permitirá un 
diálogo de saberes entre las instituciones de 
gobierno y las comunidades para la creación de 
acciones que les permita vivir en armonía con el 
ambiente, la protección de los recursos existentes y 
la creación de oportunidades para que las 
juventudes puedan ver el campo como una 
oportunidad y decidan no abandonar el campo 
(FAO, Prosperidad Social, 2021). 

Adicionalmente, es necesario evaluar y replantear 
los acuerdos comerciales existentes, con el fin de 
proteger y priorizar la producción nacional de 
alimentos, reducir la dependencia alimentaria del 
país y avanzar en la búsqueda de la soberanía y 
autonomías alimentarias que son un eje para el 
logro del derecho a la alimentación y que permite 
además reconocer otras miradas de lo alimentario 
que han sido históricamente reivindicadas por las 
comunidades campesinas y pueblos étnicos (FAO, 
Acción Contra el Hambre, 2018) . 

Un cambio en el modelo de producción en el país, 
poniendo en el centro a las personas que producen 
los alimentos, implica además la transformación de 
los modelos de educación en la ruralidad para 
hacerlos coherentes con la situación de las 
poblaciones rurales y que reconozcan la 
potencialidad que existe en las personas que allí 
habitan. 

Accesibilidad: para mejorar el acceso a los alimentos 
de las poblaciones, las comunidades rurales hacen 
un llamado a mejorar la infraestructura de 
transporte (fluvial, férreo, terrestre, etc.) para 
garantizar la adecuada conectividad, especialmente 
de las zonas más alejadas de las cabeceras. (FAO, 
Prosperidad Social, 2021)  

A lo anterior se suma la necesidad de reducir el 
desempleo y la informalidad, así como regular el 
precio de los alimentos. Para ello, se propone 
proteger y ver en la agricultura familiar, 
comunitaria, campesina y étnica una oportunidad 
para el cierre de brechas sociales en el país. La 
inversión en el acceso a recursos y servicios, el 
fortalecimiento de los circuitos cortos de 
comercialización y compras públicas directas del 
Estado a la agricultura familiar, comunitaria, 
campesina y étnica, así como la inversión en la 
protección social en las zonas rurales, permitirá el 

desarrollo de la economía campesina, étnica y 
popular que es donde se concentran las poblaciones 
que presentan las mayores dificultades para 
comercializar sus productos a precios justos y para 
acceder a una alimentación nutricional y 
culturalmente adecuada, así como avanzar en la 
garantía de otros derechos como salud, educación 
etc. (FAO, Prosperidad Social, 2021). 

El trabajo en el fortalecimiento organizativo del 
campesinado y pueblos étnicos permitirá 
robustecer desde el estado mecanismos de 
economía solidaria, acceso a créditos a bajo costo y 
así facilitar la producción, transformación y 
comercialización de alimentos, la protección de los 
bienes comunes; también permitirá un 
acercamiento entre productores y consumidores 
para proteger y recuperar el valor social, cultural y 
espiritual del alimento, con un trabajo colaborativo 
y solidario, basado en la justicia, el trabajo colectivo 
y la confianza. (Propuesta de contrato social sobre 
ruralidad y el campesinado, 2022) 

Sumado a lo anterior, es necesario fortalecer los 
canales de comercialización de la producción de 
alimentos y productos provenientes de poblaciones 
campesinas, étnicas, comunidades dedicadas a la 
pesca y mujeres, entre otras; recuperar las plazas 
públicas de mercado, tiendas de barrio, comunas, 
mercados locales, mercados campesinos y étnicos, 
entre otras alternativas que pueden ser trabajadas  
(FAO, Prosperidad Social, 2021). 

Adecuación: La adecuación no debe ser reducida 
solamente a un tema nutricional, sino que las 
acciones deben involucrar el reconocimiento de las 
tradiciones y saberes que existen en los territorios; 
el papel de la mujer como protectora de la memoria 
alimentaria y su aporte social y económico en las 
labores del cuidado; deben proteger el patrimonio 
alimentario y gastronómico y además deben ser 
adecuadas ambientalmente, aspecto que será 
desarrollado a continuación en la dimensión de 
sostenibilidad (FAO, Acción Contra el Hambre, 2018) 
(FAO, Prosperidad Social, 2021). 

Los programas de educación alimentaria y 
nutricional, así como los que entregan alimentos 
como el programa de alimentación escolar, deben 
vincular el tema de la cultura alimentaria y el 
enfoque diferencial dentro de su quehacer; deben 
proveer alimentos locales diversos frescos, 
naturales; deben estar libres de productos 
comestibles ultra procesados y deberían ser 
comprados a la agricultura familiar, comunitaria, 
campesina y étnica. De igual forma, estos deberían 
implementar acciones que permitan rescatar de 
manera colectiva los conocimientos ancestrales en 
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torno al proceso alimentario para construir de 
manera colectiva ambientes alimentarios saludables 
(FAO, Acción Contra el Hambre, 2018) (FAO, 
Prosperidad Social, 2021). 

Es necesario que se trabaje en un fortalecimiento 
con los consumidores, organizaciones comunitarias, 
comunidad educativa y en general, para que 
cuenten con información clara y veraz para la toma 
de decisiones en el momento de la compra de 
alimentos y frente a los riesgos del consumo de 
productos comestibles ultra procesados; esto deben 
poderlo hacer apoyados en el etiquetado frontal de 
advertencia, acorde a lo establecido en la Ley 2120 
de entornos saludables. Además,  se debe permitir 
un acercamiento a los productores de alimentos 
para visibilizar la importancia de apoyar la 
producción nacional y local de alimentos y las 
ventajas que esto representa a nivel social, 
económico y ambiental (FAO, Acción Contra el 
Hambre, 2018). 

La adecuación requiere también la adopción de 
medidas para que todos los hogares cuenten con 
acceso a agua potable y a servicios de saneamiento 
básico, los cuales son fundamentales para la 
adecuada nutrición de las familias, pues este es un 
alimento y elemento fundamental en todo el 
proceso alimentario (FAO, Acción Contra el Hambre, 
2018) (FAO, Prosperidad Social, 2021). 

Finalmente, es necesario que se implementen 
acciones para la protección y atención de los sujetos 
de especial protección como pueblos étnicos, 
comunidades campesinas, migrantes, personas con 
discapacidad, niños y niñas y adultos mayores, entre 
otros. Estas poblaciones son las mas afectados por 
situaciones de malnutrición y hambre, lo que debe 
propiciar acciones urgentes por parte del estado, 
pues abordar estros problemas corresponden al 
nivel más básico pero necesario de garantía del 
derecho a la alimentación (FAO, Prosperidad Social, 
2021). 

Sostenibilidad: Lograr que la alimentación pueda ser 
garantizada no solo a las generaciones presentes 
sino a las futuras, requiere una transformación de 
los sistemas alimentarios que hoy son insostenibles. 
Por ello, se debe hacer un transito hacia modelos 
basados en la agroecología, teniendo en cuenta  que 
esta promueve el intercambio de saberes existentes 
en las comunidades; se basa en el uso de semillas 
nativas, no depende del uso de agroquímicos; tiene 
especial manejo para el cuidado del agua y los 
ecosistemas; promueve la biodiversidad 
alimentaria, la economía circular y por tanto 
permite enfrentar la crisis climática y transitar a 
sistemas alimentarios sostenibles (Propuesta de 

contrato social sobre ruralidad y el campesinado, 
2022) (Asamblea General de Naciones Unidas, 
2021). 

Asimismo, se requiere una estricta vigilancia y 
control por parte del estado, así como medidas de 
justicia frente a delitos ambientales y a las prácticas 
y proyectos de grandes corporaciones con 
megaproyectos extractivistas o actividades como la 
ganadería extensiva, las cuales tiene efectos 
dramáticos en la sustentabilidad del planeta y en la 
vida de las comunidades.  

Reconocer la soberanía alimentaria como derecho y 
parte fundamental para la garantía del derecho a la 
alimentación adecuada, permitirá incorporar las 
acciones y recomendaciones que han sido descritas 
en esta sección, pues corresponden precisamente a 
los pilares que las organizaciones han defendido 
históricamente como orientador de las políticas 
públicas (FAO, Prosperidad Social, 2021). 

Finalmente, cada uno de los procesos descritos 
anteriormente requieren de ejercicios permanentes 
de fortalecimiento de capacidades de todos los 
actores que intervienen en la garantía del derecho 
humano a la alimentación, que además brinden 
garantías para la participación social. Con ello se 
busca no solo la comprensión holística de los 
aspectos que componen el derecho a la 
alimentación, sus principios y obligaciones de los 
Estados, sino los mecanismos para la puesta en 
marcha del seguimiento y monitoreo del avance en 
su realización y la divulgación de las políticas 
públicas relacionadas con el tema para lograr un 
empoderamiento real de la sociedad y allí la puesta 
en marcha del observatorio nacional y de los 
observatorios locales del derecho a la alimentación 
pueden ser una herramienta de apoyo  (FAO, 
Prosperidad Social, 2021). 

“Hay un deber para con todos los seres humanos y 

las generaciones futuras de cambiar los sistemas 
alimentarios de manera que todos los habitantes 

del planeta vivan con dignidad” (Asamblea General 
de Naciones Unidas, 2020, p. 11) 

 
 

Reconocimiento 
 
Este informe fue elaborado gracias a los insumos 
recopilados durante los años 2018 a 2021 en los 
procesos de acompañamiento técnico realizado por 
la FAO Colombia a Prosperidad Social y al 
Departamento Nacional de Planeación en la 
formulación de políticas públicas del derecho 
humano a la alimentación. Esto se hizo bajo un 
enfoque basado en derechos humanos en varios 
departamentos del país y con la participación de 
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referentes institucionales de comités de seguridad 
alimentaria y nutricional, organizaciones sociales y 
representantes de pueblos étnicos.  
 
Nota: Las opiniones expresadas en esta publicación 
pertenecen a él/los autor/es y no deben atribuirse a 
la Organización de las Naciones Unidas para la 
Agricultura y la Alimentación. 
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